
Empresas petroleras detrás de la violencia en Colombia
DEIRDRE GRISWOLD :: 21/09/2007
Tribunal en Colombia examina el papel de las compañías petroleras Occidental Petroleum,
BP y Repsol

Bogotá, Colombia.- Lo más extraordinario sobre la situación política en Colombia no es solo
el alto nivel de violencia auspiciada por el gobierno en contra de las organizaciones
populares y sus líderes, sino el alto nivel de valor y resistencia que brota del pueblo que
rehúsa ser abatido o intimidado, aún por los asesinos enmascarados que llegan por la noche.

Ese valor y esa resistencia estuvieron expuestos aquí por dos días, el 3 y 4 de agosto,
cuando una sesión especial del Tribunal Permanente de los Pueblos escuchó testimonios
sobre el papel jugado por las compañías petroleras europeas y estadounidenses en las
campañas de terror en contra de lxs activistas sociales en Colombia.

Unas 800 personas de Bogotá, la capital, y de muchas áreas rurales se congregaron en un
auditorio provisto por el sindicato de maestros, donde se escucharon dolorosos testimonios
de parientes y amigxs de activistas jóvenes y viejos que fueron asesinados por hablar sobre
las condiciones en sus comunidades.

Algunxs de lxs testigos trataron de contener su llanto mientras relataban cómo los hombres
armados entraban en la noche en busca de sus esposos, hijos y hermanos, cuyos cuerpos sin
vida serían encontrados luego, muy a menudo mostrando horribles señas de tortura.

Una y otra vez lxs testigos describieron cómo el ejército colombiano y la policía local daban
libre albedrío a los "paras", algunos de los cuales trabajan como guardias de seguridad para
las grandes compañía petroleras-la Occidental, la British Petroleum y la Repsol. Y señalaron
directamente al gobierno del Presidente Álvaro Uribe Vélez, quien actualmente está
tratando de desviar la ira popular reorganizando el comando militar, muchos de cuyos
miembros han estado directamente implicados en los crímenes junto a paramilitares y
narcotraficantes.

Tres autobuses llenos de habitantes de Arauca acudieron al tribunal. Arauca es una región
al nordeste, muy rica en petróleo, fronteriza a Venezuela, donde la violencia ha sido
particularmente feroz.

La cara de Alirio Martínez, un campesino de Arauca quien fuera asesinado hace tres años,
sonreía al público desde una gigante pancarta colocada sobre el estrado. Detrás de él otros
campesinos se veían llevando carteles con las consignas, "Arauca Vive," y "Seguimos
construyendo caminos de libertad."

En un momento en el programa, un grupo de niñas y niños de Arauca, que estuvieron
esperando pacientemente durante todo el día, tuvieron la oportunidad de bailar con
precisión y gracia exuberante frente a la pancarta.
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La energía de estxs jóvenes mostró que la campaña de terror contra la población local ha
fracasado en quebrantar su espíritu. Aún aquellxs testigos que lloraron cuando dieron sus
relatos, terminaban gritado consignas de lucha y optimismo.

El asesinato de Alirio Martínez

La ejecución de Alirio Martínez por soldados del gobierno en la mañana del 5 de agosto del
2004, fue solo uno más de los horribles crímenes traídos ante el tribunal, pero ilustra la
base real del conflicto sangriento en Colombia, el cual lleva ya varias décadas.

Según la evidencia presentada al tribunal, Martínez, presidente de la Asociación de
Usuarios Campesinos de Arauca, ADUC, había pasado la noche en casa de un amigo en la
vereda de Caño Seco, en el pueblo de Saravena, luego de una reunión con líderes de grupos
civiles, que evaluaban la situación regional con respecto a los derechos humanos y sociales.

También estuvieron presentes en la reunión el presidente de la Asociación Nacional de
Trabajadores de Hospitales y Clínicas (ANTHOC), Jorge Prieto Chapucero; Leonel
Goyeneche Goyeneche y María Raquel Castro, ambos miembros de la Asociación de
Maestros de Arauca y la Central Unida de Trabajadores (CUT); y Samuel Morales Flórez,
presidente de la CUT en Arauca.

Alrededor de las cinco de la mañana, tropas pertenecientes al grupo Revéis Pizarro,
asignados a la Brigada 18 del Ejército Nacional, entraron a la casa donde la reunión tuvo
lugar, rodeándola por completo.

Cerca de media hora después, varios soldados fueron a la casa de Jorge Prieto, donde Alirio
Martínez dormía. Los soldados lo obligaron a él y a Goyeneche a arrodillarse a un lado de la
casa, y les dispararon a muerte. Luego arrastraron sus cuerpos lejos de la casa, colocaron
cerca unas armas pequeñas y dispararon algunos tiros para dar la impresión de que había
ocurrido una pelea.

Luego llevaron los cuerpos por las calles para que todos los vieran, los pusieron en un
helicóptero y los llevaron a los cuarteles del batallón. También arrestaron a Samuel
Morales, Raquel Castro y María Constanza Jaimes, llevándoles también en el helicóptero.

Esta atrocidad se conoce como la Masacre de Caño Seco.

El gobierno la dio a conocer como una operación exitosa en contra de los insurgentes
armados del Ejército de Liberación Nacional (ELN) y las Fuerzas Armadas Revolucionarias
de Colombia, (FARC).

Samuel Morales, Raquel Castro y otrxs líderes cívicos en la región fueron sentenciados a
seis años de prisión por el crimen de "rebelión," el cual también fue la excusa dada para la
masacre.

Raquel Castro logró una libertad temprana y fue directamente al tribunal, donde ofreció
testimonio de haber oído los disparos que mataron a sus amigos, y a los soldados preguntar
exigiendo "¿dónde están las armas?"
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"No había ninguna" dijo Castro. Agregando que cuando el helicóptero aterrizó en el cuartel,
ella vio a soldados estadounidenses-"gringos"-con los colombianos.

"Todo esto está hecho para suprimir la lucha por los derechos humanos de las
organizaciones cívicas, campesinas, obreras" agregó esta valiente maestra.

En una pared al lado del auditorio, una bandera leía, "La Verdad y la Justicia honrarán la
memoria de nuestras víctimas".

Occidental Petroleum, BP y Repsol

Empresas petroleras detrás de la violencia en Colombia

En abril del año pasado, el Tribunal Permanente de los Pueblos comenzó una serie de
investigaciones sobre el papel de las corporaciones transnacionales en las violaciones de los
derechos humanos en Colombia.

Las tres primeras audiencias, que se llevaron a cabo en tres ciudades de Colombia, se
enfocaron en 1) cómo los negocios agrícolas foráneos han afectado a lxs campesinxs y al
pueblo indígena; 2) el papel jugado por las empresas mineras, y 3) el impacto del desarrollo
controlado por las transnacionales sobre la biodiversidad y el medioambiente.

El 3 y 4 de agosto de este año, el tribunal se reunió una vez más, esta vez en Bogotá, la
capital, y escuchó testimonios sobre el régimen de terror en esas zonas de Colombia donde
las empresas petroleras gigantescas han hecho grandes inversiones y están chupando
ganancias aún más grandes del "oro negro" que yace debajo del suelo.

Como describimos en nuestro primer artículo, decenas de personas enfrentaron el gran
riesgo de describir en detalle a una audiencia en el sindicato de maestros, cómo sus seres
queridos y sus camaradas fueron arrastrados en la noche y ejecutados por ningún crimen
sino el de haber servido como líderes y activistas de organizaciones civiles: de sindicatos, de
campesinos, de cooperativos rurales y de asociaciones del pueblo indígena.

Una acusación punzante

Cuando terminó, los jueces y co-jueces publicaron una punzante acusación del gobierno y la
institución castrense, de las empresas petroleras a cuyos intereses sirven, y del gobierno de
los Estados Unidos por permitir que sigan estos crímenes con impunidad.

El Tribunal Permanente de los Pueblos está basado en Roma y ha existido desde 1979. Los
jueces presidiendo en esta sesión fueron el profesor de derecho Dalmo de Abreu Dallari de
Brasil, un miembro de la Comisión Internacional de Juristas; Marcelo Ferreira, profesor de
derechos humanos en la Universidad de Buenos Aires; y Antonio Pigrau Solé, profesor de ley
pública internacional de la Universidad de Tarragona en Cataluña, en el estado español.

Les ayudaron cinco co-jueces: Natividad Almárcegui, maestro en el sindicato de la
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Confederación General de Trabajadores (CGT) de España; Domingo Ankwash, presidente de
la Confederación de Nacionalidades de la Amazonía de Indígenas Ecuatorianas
(CONFENAIE); Deirdre Griswold, una miembra del primer Tribunal Internacional sobre
Crímenes de Guerra en 1967, que representó al Centro de Acción Internacional de los
Estados Unidos; Ralf Haussler-Ebert, teólogo luterano de Alemania; e Ivonne Yáñez,
ecologista ecuatoriana, y coordinadora en América del Sur del grupo Oilwatch.

Esta serie de audiencias se enfocó en el papel jugado por la gigantesca Occidental
Petroleum de los EE.UU., British Petroleum, y Repsol, una empresa petrolera española.
Después de escuchar a docenas de testigos presenciales de crímenes patrocinados por el
estado y de expertos en derechos humanos, y haber recibido por escrito un acaudalado
informe de investigaciones sobre la conducta de esas empresas, lxs miembros del tribunal,
al final dieron una opinión detallada pero preliminar. La opinión final basada en las cuatro
sesiones del tribunal estará disponible a finales de este año.

Los jueces estuvieron de acuerdo con que las tres compañías están siguiendo una política
similar en Colombia, la cual es el "saqueo de los recursos naturales y la violencia
sistemática contra la población. Esto ha involucrado la destrucción del tejido social,
asesinatos y persecuciones contra líderes populares, así como violaciones de los derechos
humanos de la mayoría y la destrucción de grupos indígenas".

El documento resumió los testimonios que habían sido presentados:

"Según las acusaciones, los abusos de estas empresas, que tienen por intención ejercer
control sobre la población y evitar cualquier resistencia a sus actividades, han utilizado una
combinación de estrategias, entre ellas, presiones al estado para que lleve a cabo políticas
que les beneficie, como por ejemplo el minimizar la regulación por parte del estado,
flexibilidad en los contratos, privatización de compañías de energía, el otorgar ventajas
financieras, y la entrega de más reservas petroleras y de gas; además está la militarización
de la vida social, profundizada por la aplicación del Plan Colombia y el apoyo directo dado
por las empresas petroleras a las fuerzas armadas, legales e ilegales, y la promoción de la
corrupción".

Plan Colombia es el acuerdo entre Washington y Bogotá que ha volcado billones de dólares
a las FFAA de Colombia, todo en el nombre de la "guerra contra las drogas". Vastas zonas
rurales han sido "fumigados" es decir, rociadas con químicos tóxicos, un método que no
distingue entre plantas de coca y maizales de una familia.

El tribunal vio un documental conmovedor sobre los efectos de esas "fumigaciones", que
deja a la gente con ronchas y lesiones en comunidades donde hay pocos recursos médicos
para curarles o bregar con los posibles efectos nocivos a largo plazo.

Desde que comenzaron los asesinatos y las fumigaciones, muchas familias de campesinxs
colombianxs empobrecidos, que se han vuelto refugiadxs por las políticas de su propio
gobierno, han huido al país vecino, Venezuela. Gran parte de sus terrenos han sido ya
convertidos para cultivos destinados a la venta.

El tribunal determinó que el gobierno de Colombia había "criminalizado" la protesta social
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por medio de detenciones arbitrarias y masivas bajo la acusación de "rebelión". A la vez ha
fallado en procesar a las autoridades responsables por crímenes atroces como el secuestro,
la tortura y el asesinato.

Uno de los que rindió testimonio, Gustavo Petro, es un senador de la oposición en el
Congreso de Colombia. Él describió a la gente detrás de los asesinatos como "aquellos que
se visten de senador por la mañana, comercian cocaína por la tarde y dan órdenes a los
paramilitares por la noche".

El tribunal concluyó que los paramilitares "han podido contar con el apoyo sin límites de los
poderes económicos y políticos".

Papel especial de los EEUU

Al determinar la responsabilidad por las violaciones generalizadas de los derechos humanos
en Colombia, el tribunal determinó que, además del estado colombiano y las empresas
petroleras, el gobierno de los EEUU también ha jugado un papel muy especial, "defendiendo
su presunto derecho a intervenir en cualquier país para preservar sus intereses de
seguridad, incluyendo el acceso a las fuentes de petróleo, y habiendo contribuido
decisivamente por medio de planes concretos, recursos humanos, entrenamiento y
financiamiento a la militarización extrema que rodea la explotación del petróleo en
Colombia, como ha hecho en otras partes del planeta, con consecuencias nefastas para la
población civil".

No pareció que hubo reportaje noticiero alguno del tribunal en los medios masivos de
comunicación en Colombia, a pesar de que asistieron reporteros europeos y asiáticos (al
igual que esta reportera de los EEUU). Sin embargo, esto no significa que el gobierno
colombiano no estuviera prestando atención a este evento.

En un momento dado, mientras que un hijo y una hija del líder de los trabajadores
petroleros Marco Chacón de Barranquilla estaban testificando sobre cómo su padre había
sido asesinado, policías vestidos de civiles irrumpieron forzosamente en el auditorio y se
pararon en el escenario, enfrentando a la audiencia, portando ametralladoras AK-47. Luego
de las protestas de los organizadores, finalmente se fueron, diciendo que habían venido
"porque el senador iba a hablar", algo que el senador no había pedido.

Ahora que el tribunal y lxs muchxs valientes testigos hicieron su trabajo, queda que los
movimientos progresistas, especialmente de lxs trabajadorxs que cada vez más son
explotadxs por las transnacionales dondequiera que estén, traigan la solidaridad
internacional en contra de estas corporaciones monstruosas y sus sirvientes en el estado.

Deirdre Griswold fue una de los co-jueces en el tribunal. Es editora en jefe del periodico
Workers World, de los EEUU. Correo electrónico: dgriswold (@) workers.org
www.workers.org

_______________
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